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HONORABLE SENADO:








	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, que tuvo su inicio en un Mensaje de S.E. el señor Presidente de la República.





	Cabe recordar que, en sesión del día 13 de agosto de 1997, la Sala acogió la propuesta de esta Comisión –formulada a petición del señor Presidente de la H. Comisión de Relaciones Exteriores-, en orden a informar esta iniciativa en forma previa a la H. Comisión de Relaciones Exteriores, pero luego de despachar el proyecto de ley que dicta normas sobre adopción (Boletín N° 899-07).





	A solicitud de la Comisión, el 10 de octubre de 1997 el Servicio Nacional de Menores evacuó un completo informe respecto de la correlación entre las disposiciones de este Tratado, la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en Materia de Adopción Internacional (Boletín N° 1569-10) y el proyecto de ley de adopción (Boletín N° 899-07).





	Por la estrecha relación de esta Convención con la nueva ley de adopción de menores –que, a su vez, debía sujetarse al marco general de filiación del Código Civil, que se estableció mediante la ley N° 19.585-, el 18 de agosto de 1998 la Comisión empezó a conocer al mismo tiempo la indicación sustitutiva del Ejecutivo para dicho proyecto de ley, la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en materia de Adopción Internacional  y este instrumento internacional.





	Concurrieron a dicha sesión la señora Ministra de Justicia, doña María Soledad Alvear Valenzuela, el Jefe de la División Jurídica de esa Secretaría de Estado, don Claudio Troncoso Repetto, y la asesora doña Amira Esquivel Utreras; la señora abogado de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, doña María Aída Rodríguez Beaumont; la señora Presidenta de la Asociación Nacional de Magistrados de Menores, doña Ana Luisa Prieto Peralta, y la señora Directora de dicha Asociación, doña Ana María Fuentes Medina (Jueces del Primer y Segundo Juzgado de Menores de Santiago, respectivamente); la señora Directora del Servicio de Registro Civil e Identificación, doña María Alejandra Sepúlveda Toro; la señora Jefe de la Unidad de Adopción del Servicio Nacional de Menores, doña Marta García Van-Diest, y la señora abogado de esa Unidad, doña Carolina Von Schakmann Cabrales; la señora Directora de la Fundación Chilena de la Adopción, doña Delia Moreno Reyes, y la abogada de la Fundación, doña Irene González Lezius; la señora Presidenta de la Federación Nacional de Instituciones Privadas de Protección de Menores, doña Alicia Amunátegui de Ross; la señora Jefe de la Unidad Social de la Sociedad Protectora de la Infancia, doña Elizabeth Draper; la señora Directora Ejecutiva de la Fundación San José para la Adopción Familiar Cristiana, doña Bernardita Egaña Barahona, y las abogadas de la Fundación señoras María Teresa Larraín, Patricia Trufello Jijena y Carolina Cruzat Vega, y, en representación de un grupo de abogados especialistas, la abogada señora Amanda De Negri Quintana.





	Asistieron también los HH. Senadores señores Edgardo Boeninger Kausel, Augusto Parra Muñoz y Enrique Zurita Camps.





	Despachado en definitiva el proyecto de ley que dicta normas sobre adopción de menores por la respectiva Comisión Mixta, la Comisión solicitó a la señora Ministra de Justicia la actualización del informe emitido por el Servicio Nacional de Menores.  La señora Ministra hizo llegar el informe actualizado, suscrito por las señoras Marta García y Carolina Von Schakmann, Jefe y Abogado de la Unidad de Adopción del Servicio Nacional de Menores, respectivamente, el 8 de junio en curso.





	A la sesión celebrada ese día asistieron el Jefe de la División de Defensa Social del Ministerio de Justicia, don Cristóbal Pascal Cheetham, el Jefe del Departamento de Menores de la misma Secretaría de Estado, don Francisco Maldonado Fuentes, y la abogada del Servicio Nacional de Menores, doña Carolina Von Schakmann Cabrales.





		El objetivo de la Convención en informe, de acuerdo al Mensaje, es modernizar las normas de derecho internacional privado sobre adopción de menores en el ámbito latinoamericano, aplicable a los casos en que el o los adoptantes y el adoptado tengan residencia habitual en países diferentes.  Esto, con el propósito de eliminar los frecuentes conflictos de leyes que se producen en este campo, especialmente en lo que dice relación con la ley aplicable, la jurisdicción competente y el reconocimiento en materia de adopción.





Con el objeto de formarse un juicio más acabado acerca de la iniciativa en informe, la Comisión tuvo a la vista los antecedentes proporcionados por el Servicio Nacional de Menores y por el Ministerio de Relaciones Exteriores.








1.- Informe del Servicio Nacional de Menores.





En cuanto al ámbito de aplicación:





	Señala el informe que la Convención Interamericana es aplicable, de acuerdo a su artículo 1º, a la adopción de menores bajo las formas de adopción plena, legitimación adoptiva y otras instituciones afines, que equiparen al adoptado a la condición de hijo cuya filiación está legalmente establecida, cuando el o los adoptantes tengan su domicilio en un Estado Parte y el adoptado su residencia habitual en otro Estado Parte.





	Sin embargo, el artículo 2º de la Convención permite que cualquier Estado Parte declare, al momento de firmar o ratificar este instrumento o de adherirse a él, que se extienda su aplicación a cualquier otra forma de adopción internacional de menores.





	El proyecto de ley de adopción reglamenta en sus artículos 29 y siguientes la adopción por personas no residentes en Chile, la cual, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 1°, inciso segundo, y 37, confiere al adoptado el estado civil de hijo de los adoptantes.





	Por su parte, la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en Materia de Adopción Internacional –o Convenio de La Haya- de acuerdo a lo dispuesto por su artículo 2º, es aplicable cuando un niño con residencia habitual en un Estado contratante ha sido, es o va a ser desplazado a otro Estado contratante, ya sea después de su adopción en el Estado de origen por una persona o cónyuges residentes en otro Estado contratante, o con la finalidad de realizar tal adopción en el Estado de residencia de aquéllos.  Dicha Convención sólo se refiere a las adopciones que establecen un vínculo de filiación.





	En consecuencia, existe concordancia entre las citadas normas de la Convención Interamericana, del proyecto de ley de adopción y del Convenio de La Haya.





	No obstante, atendida la posibilidad que reconoce la Convención Interamericana en su artículo 2º, en el sentido de que cualquier Estado parte declare que extiende su aplicación a cualquier otra forma de adopción internacional de menores, estima el Servicio Nacional de Menores que Chile debería formular una reserva a tal disposición, de acuerdo a lo previsto por el artículo 24 de esta Convención, de modo de establecer que nuestro país sólo reconocerá la adopción plena u otra institución que produzca similares efectos, asimilando al adoptado a la condición de hijo cuya filiación esté legalmente establecida. 





	En cuanto a los requisitos de fondo y forma.





	a) En lo que atañe al adoptado, el artículo 3 de la Convención Interamericana señala que la capacidad, el consentimiento y demás requisitos para ser adoptado, se rigen por la ley de la residencia habitual del menor.





	La misma solución se da para determinar cuáles son los procedimientos y formalidades extrínsecas necesarios para la constitución del vínculo.





	Según el proyecto de ley de adopción, como la adopción internacional –o “adopción por personas no residentes en Chile”, como la denomina- se constituiría en nuestro país, la legislación chilena regiría la capacidad, consentimiento en su caso y demás requisitos con relación al adoptado.





	El Convenio de La Haya, por su parte, que de acuerdo a lo indicado reconoce tanto la adopción efectuada en el país de origen del niño como en el de residencia de los solicitantes, sólo entrega a las autoridades competentes del Estado de origen del niño determinar que éste es adoptable y, según el caso, obtener su consentimiento y procurar que sea debidamente informado.





	b) Respecto del o los adoptantes, la Convención Interamericana señala, en su artículo 4, que su capacidad, requisitos de edad y estado civil, el consentimiento del cónyuge del adoptante en su caso y los demás requisitos para ser adoptante, se rigen por la ley de su domicilio.





	Sin embargo, la misma norma dispone que, si los requisitos de la ley del o los adoptantes, fueran manifiestamente menos estrictos que los señalados por la ley de la residencia habitual del adoptado, regirá la ley de éste.





	El proyecto de ley de adopción exige, en sus artículos 31 y 32 Nº 5, que los cónyuges no residentes en Chile que deseen adoptar un niño en el país cumplan los requisitos que se exigen para efectuar una adopción nacional –esto es, por personas con residencia permanente en este país- y, además, que acrediten cumplir los requisitos para adoptar de acuerdo a la ley de su país de residencia, por lo que no existe contradicción al respecto.





	En cuanto al Convenio de La Haya, de acuerdo a su artículo 15, la identidad, capacidad jurídica y aptitud para adoptar de los solicitantes deben ser certificadas por la Autoridad Central de su Estado de residencia, lo que obviamente se haría en conformidad a su legislación.





	Además, con relación a los adoptantes, la Convención Interamericana establece, en su artículo 8, que las autoridades que otorgaren la adopción, podrán exigir que acrediten su aptitud física, moral, psicológica y económica a través de instituciones públicas o privadas, cuya finalidad específica se relacione con la protección del menor y que estén expresamente autorizadas por algún Estado u organismo internacional.





	Las aludidas instituciones, agrega la norma en su inciso segundo, asumirán el compromiso de informar a la autoridad otorgante de la adopción acerca de las condiciones en que se ha desarrollado ésta, durante el lapso de un año.





	El proyecto de ley sobre adopción, a su turno, requiere que los solicitantes de una adopción sean evaluados como física, mental, psicológica y moralmente idóneos, lo que en el caso de la adopción nacional es realizado directamente por el Servicio Nacional de Menores o los organismos acreditados ante éste y, en el caso de la adopción internacional, previamente por organismos gubernamentales, privados acreditados o profesionales competentes del país de residencia de los peticionarios, y luego, sobre la base de los antecedentes que en tal sentido se remitan, la evaluación terminará en Chile, a cargo del aludido Servicio o de alguno de los organismos acreditados ante el mismo.





	El referido proyecto de ley no se refiere al seguimiento de los niños adoptados por personas no residentes en el país, aspecto fundamental considerando que normalmente esta medida beneficiará a niños mayores, susceptibles de sufrir conflictos de adaptación. Por su parte, el Convenio de La Haya sólo obliga a las autoridades centrales de los Estados Partes a promover en éstos el desarrollo de servicios de seguimiento de las adopciones.





	En virtud de lo anterior, la norma contemplada en el artículo 8, inciso segundo de la Convención, ya citada, cobraría especial relevancia en nuestra legislación, pues hará exigible respecto de los Estados Partes el seguimiento de los niños adoptados por matrimonios residentes en los respectivos países.





	En cuanto al Convenio de La Haya, además de lo ya indicado, dispone en su artículo 15 que la Autoridad Central del Estado de residencia de los solicitantes debe evaluar la aptitud de los solicitantes, refiriéndose específicamente a su situación personal, familiar y médica, su medio social, los motivos que los animan y su aptitud para asumir una adopción internacional.





	Es preciso destacar que, tanto el proyecto de ley como el Convenio de La Haya prevén la existencia de organismos acreditados, debidamente fiscalizados, que junto a la Autoridad Central de cada país –en nuestro caso el Servicio Nacional de Menores- den cumplimiento a las disposiciones de ambos cuerpos normativos.





	En consecuencia, considera el Servicio Nacional de Menores que no existe contradicción entre las normas de los instrumentos aludidos, que dicen relación con los requisitos de fondo y forma exigidos a quienes intervienen en el proceso, y estima que las disposiciones de la Convención Interamericana brindan adecuadas soluciones frente a eventuales conflictos de legislación en esta materia.








	En cuanto al reconocimiento de la adopción.





	De acuerdo a lo prescrito por el artículo 5 de la Convención Interamericana, las adopciones que se ajusten a ella surtirán sus efectos de pleno derecho en los Estados Partes, sin que pueda invocarse la excepción de la institución desconocida.





	Esta disposición evitaría efectuar algún trámite adicional destinado a obtener el reconocimiento de una adopción constituida en un Estado Parte, en otro Estado contratante en el cual se invocare.





	Además, la Convención establece, en su artículo 25, que las adopciones otorgadas conforme al derecho interno, cuando el o los adoptantes y el adoptado tengan domicilio o residencia habitual en el mismo Estado Parte, surtirán efectos de pleno derecho en los demás Estados Partes, sin perjuicio de que tales efectos se rijan por la ley del nuevo domicilio del o los adoptantes.








	En cuanto a los efectos de la adopción.





	Dado que la Convención Interamericana admite distintos tipos de adopción, es preciso distinguir:





	a) En caso de adopción plena, legitimación adoptiva y figuras afines, las relaciones entre el o los adoptantes y el adoptado y las de éste con la familia del o los adoptantes, se rigen por la misma ley que regula las relaciones del o los adoptantes con su familia legítima.





	Los vínculos del adoptado con su familia de origen se considerarán disueltos, subsistiendo los impedimentos para contraer matrimonio.





	En materia de derechos sucesorios, el adoptado, el o los adoptantes y su familia tendrán los mismos derechos que corresponden a la filiación legítima.





	Estos tipos de adopción son irrevocables.





	El proyecto de ley de adopción consigna, en su artículo 37, que la adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo de los adoptantes, con todos los derechos y deberes recíprocos establecidos en la ley, y extingue sus vínculos de filiación de origen, para todos los efectos civiles, salvo los impedimentos para contraer matrimonio, los que subsistirán.





	De acuerdo al artículo 38 del proyecto, la adopción es irrevocable.





	El Convenio de La Haya señala, en su artículo 26, que el reconocimiento de la adopción implica el reconocimiento del vínculo de filiación entre el niño y los adoptantes y la ruptura del vínculo de filiación de origen.





	b) En caso de adopciones distintas a la adopción plena, legitimación adoptiva y figuras afines, las relaciones entre adoptantes y adoptado, se rigen por la ley del domicilio del adoptante y las relaciones del adoptado con su familia de origen, por la ley de su residencia habitual al momento de su adopción.





	Según se ha dicho, ni el proyecto de ley de adopción ni el Convenio de La Haya reconocen estas figuras.








	Nulidad de la adopción.





	El artículo 14 de la Convención Interamericana dispone que la anulación de la adopción se regirá por la ley de su otorgamiento, debiendo velarse por los intereses del menor y es competente para conocer de esta materia, según el artículo 16, el juez del Estado de residencia habitual del adoptado, al momento del otorgamiento de la adopción.





	El proyecto de ley de adopción acoge la misma solución, en su artículo 38, al otorgar competencia para conocer de la acción de nulidad al juez de letras con jurisdicción sobre el territorio en el cual se tramitó la adopción.  Aunque no lo dice expresamente, es obvio que será aplicable la ley del Estado de residencia del menor al momento de constituirse la adopción.





	El Convenio de La Haya no se pronuncia al respecto.








	Conversión de la adopción.





	La Convención Interamericana admite la conversión de la adopción simple en adopción plena o institución afín, señalando que se regirá, a elección del actor, por la ley de residencia habitual del adoptado al momento de la adopción o por la del Estado de domicilio del o los adoptantes al momento de pedirse la conversión.  Si el adoptado tuviere más de 14 años de edad, se requiere su consentimiento.





	El proyecto de ley sólo regula la conversión para quienes tengan a la época de su entrada en vigencia –26 de octubre de 1999- la calidad de adoptante y adoptado a título de adopción simple o adopción contractual, figuras que quedarán derogadas desde esa oportunidad.  Establece, al efecto que, cualquiera sea su edad, podrán acortar que se les apliquen los efectos de la adopción previstos por el artículo 37 del proyecto –esto es, la creación del vínculo de filiación entre ellos-, mediante un pacto que deberá constar por escritura pública y que se someterá a la aprobación del juez competente, requiriéndose los consentimientos de las personas que debieron prestarlos al constituirse la adopción original, siempre que ello sea posible.





	El Convenio de La Haya contempla la conversión, siempre que la ley del Estado de residencia de los adoptantes lo permita y que se hayan dado los consentimientos que se requieran.








	Excepción a la aplicación de la ley que resulta competente.





	Según el artículo 18 de la Convención Interamericana, las autoridades de cada Estado Parte podrán rehusarse a aplicar la ley declarada competente por esta Convención, cuando dicha ley sea manifiestamente contraria a su orden público.








	Beneficio del adoptado.





	En conformidad al artículo 19 de la Convención Interamericana, los términos de esta Convención y las leyes aplicables según ella, deberán interpretarse armónicamente y en favor de la validez de la adopción y en beneficio del adoptado.





	Esta norma responde a las disposiciones de los artículos 1º del proyecto de ley de adopción y del Convenio de La Haya, según los cuales la adopción debe considerar fundamentalmente el interés superior del niño y el respeto a sus derechos esenciales.








	Conclusión.





	En virtud de lo expuesto, termina manifestando el Servicio Nacional de Menores que no existen contradicciones entre las normas de la Convención Interamericana sobre conflictos de leyes en materia de adopción de menores y las disposiciones de la futura legislación de nuestro país, integrada por el proyecto de ley de adopción y el Convenio de La Haya.





	Sin perjuicio de lo anterior, reitera la conveniencia de aprobar la Convención Interamericana con una reserva a su artículo 2º, de modo de establecer que nuestro país sólo reconoce la adopción plena u otra institución afín que constituya un vínculo de filiación, porque, de lo contrario, se aceptaría una norma más permisiva que nuestra legislación interna.











	2.- Informe del Ministerio de Relaciones Exteriores:








La Comisión escuchó la opinión de la abogada del Ministerio de Relaciones Exteriores, doña María Aída Rodríguez Beaumont, quien manifestó que esta Convención fue adoptada en 1984, en la Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado de la Organización de Estados Americanos, y se basó en un proyecto que presentó el Comité Jurídico Interamericano.





El objetivo de la Convención es modernizar las normas de Derecho Internacional Privado sobre adopción de menores en el ámbito interamericano, que son aplicables a los casos en que el o los adoptantes y el adoptado tienen residencia en Estados diferentes.  Lo anterior, con el propósito de eliminar los frecuentes conflictos de leyes que se producen en este ámbito, especialmente en lo que dice relación con la ley aplicable, la jurisdicción competente y el reconocimiento en materia de adopción.





	Indicó que la Convención se aplica a toda forma de adopción de menores.  La ley de residencia habitual del menor rige la capacidad, consentimiento y demás requisitos para ser adoptados, incluyendo los procedimientos y formalidades necesarios para la constitución del vínculo de adopción.  Por su parte, la ley del domicilio del adoptante rige la materia referente a su capacidad, requisitos de edad, estado civil, consentimiento del cónyuge, si procede, y los demás que se requieren para ser adoptante.  O sea, cada uno se rige por su propia ley.





Añadió que otras disposiciones de la Convención establecen la ley aplicable a los derechos sucesorios del adoptado y adoptante y la conversión y anulación de la adopción.  En el caso de nuestro país la conversión no procede, salvo con carácter transitorio, porque el proyecto de ley dispone que la adopción siempre creará un vínculo de filiación. También se refiere a los requisitos de publicidad y de registro.





En cuanto a la competencia, señaló que se advierte preferencia para otorgarla en favor de las autoridades del Estado de residencia habitual del adoptado.





Finalmente, destacó que Chile suscribió esta Convención el 24 de Mayo de 1984, en la misma reunión de la Tercera Conferencia Especializada de Derecho Internacional Privado, y la Convención entró en vigor internacional en 1988.








- - -











		La Comisión coincidió en que la Convención en informe guarda armonía con las modificaciones sustantivas que el Congreso Nacional ha aprobado o está despachando en materia de familia, especialmente la ley N° 19.585, sobre filiación, y el proyecto de ley sobre adopción de menores, que entrarán a regir simultáneamente el 26 de octubre de 1999; la Convención sobre Derechos del Niño, vigente desde 1990, y la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en Materia de Adopción Internacional, adoptada en la Decimoséptima Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, a la fecha informada favorablemente por la H. Comisión de Relaciones Exteriores y esta Comisión en el segundo trámite constitucional (Boletín Nº 1.569-10).





	La Convención complementa dicho ordenamiento, en cuanto da soluciones a los problemas que pueden derivar de las adopciones internacionales en materia de ley aplicable, jurisdicción competente, efectos de la adopción y reconocimiento internacional de la misma, en el ámbito interamericano.





	En ese sentido, la Comisión juzgó beneficiosa la aprobación de este instrumento internacional, pero compartió la inquietud del Servicio Nacional de Menores, que hizo suya el Ministerio de Justicia por intermedio del señor Jefe de la División de Defensa Social, señor Cristóbal Pascal, y el señor Jefe del Departamento de Menores, don Francisco Maldonado, y que se relaciona con el artículo 2.





	Esta norma -no obstante que los sistemas básicos reconocidos en el artículo 1 son aquellos que equiparan al adoptado a la condición de hijo cuya filiación esté legalmente reconocida-, permite que cualquier Estado, al firmar, ratificar o adherir a la Convención, declare que extiende su aplicación a cualquier otra forma de adopción internacional de menores.  Tanto la nueva legislación que se aprobó recientemente en nuestro país como la Convención de La Haya  sólo permiten la adopción que establece un vínculo filiativo permanente, esto es, que crea el estado civil de padres e hijo entre adoptantes y adoptado.  De no mediar reserva, en consecuencia, cualquier interesado residente en otro Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos que ratifique o adhiera a esta Convención podría invocar, respecto de residentes en nuestro país, la aplicación de las reglas de esta Convención en relación con una adopción no constitutiva de estado civil.





	Por estas razones, la Comisión estimó conveniente que se sugiera a S.E. el Presidente de la República la conveniencia de ratificar la Convención con una reserva al artículo 2, en orden a que nuestro país sólo reconocerá la adopción plena u otra institución que produzca similares efectos, en el sentido de crear un vínculo de filiación, que confiera al adoptado  la condición de hijo del o de los adoptantes.





	- Sometido a votación, el proyecto de acuerdo se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Silva.








- - -











	En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, os recomienda que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe.





- - -











	Acordado en las sesiones celebradas los días 18 de agosto de 1998 y 8 de junio de 1999, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Sergio Díez Urzúa, Juan Hamilton Depassier y José Antonio Viera-Gallo Quesney (Enrique Silva Cimma).








	Sala de la Comisión, a 15 de junio de 1999.















































			JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


				      Secretario
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